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La Ley de Educación Técnico Profesional 
N° 26.058 -  Análisis y comentarios

I) Conceptos generales, objetivos y 
alcances

La sanción de la ley 26.058 tiende a 
revitalizar la educación técnico profe­
sional, en consonancia con la políti­
ca de reindustrialización del país y la 
consecuente demanda insatisfecha de 
mano de obra calificada.
De acuerdo con la importancia que se 
ha conferido a esta norma se establece 
que el gobierno y la administración 
de la Educación Técnico Profesional, 
es una responsabilidad concurrente y 
concertada del Poder Ejecutivo Na­
cional, de los Poderes Ejecutivos de 
las provincias y del Gobierno de la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires, 
(conf. art. 41).
La responsabilidad concurrente y 
concertada es una expresión cuya 
significación y alcances deben encon­
trarse en los términos de la propia ley. 
Por “responsabilidad concurrente” se 
entiende la participación del Estado 
Nacional, las provincias y el Gobier­
no de la Ciudad Autónoma de Bue­
nos Aires con carácter obligatorio en

la ejecución efectiva de las políticas 
de desarrollo de la Educación Técni­
co Profesional. Es decir, que los entes 
mencionados, por medio de los or­
ganismos que la ley establece, tienen 
el deber jurídico de instrumentar 
dichas políticas, aunque en caso de 
incumplimiento, la única sanción 
virtual consiste en el costo político 
y el descrédito ante la sociedad que 
pueden generarse.
La responsabilidad es también “con­
certada” pues la elaboración de las 
normas inferiores a la ley de apli­
cación general que rigen el sistema, 
proviene en buena medida de acuer­
dos logrados en el seno del Consejo 
Federal de Educación, integrado por 
los máximos responsables de la con­
ducción educativa de las jurisdiccio­
nes, con la presidencia del Ministro 
de Educación de la Nación y tres re­
presentantes del Consejo de Univer­
sidades.
Asimismo, se afirma que es responsa­
bilidad indelegable del Estado asegu­
rar el acceso a todos los ciudadanos 
a una educación técnico profesional

de calidad (conf. art. 51, párrafo pri­
mero).
La ley no incluye a las instituciones 
universitarias, como instituciones de 
Educación Técnico Profesional. Así 
debe interpretarse también el art. 38 
de la ley de Educación Nacional por 
ser la ley de Educación Técnico Pro­
fesional una norma específica.
Así, el art. 1 prescribe que “tiene por 
objeto regular y ordenar la Educa­
ción Técnico Profesional en el nivel 
medio y superior no universitario del 
Sistema Educativo Nacional y la For­
mación Profesional”. El art. 9 aclara 
que están comprendidas las institu­
ciones de carácter nacional, jurisdic­
cional y municipal, tanto de gestión 
estatal, como de gestión privada, así 
como las de Formación Profesional 
incorporadas al Registro Federal de 
Instituciones de Educación Técnico 
Profesional a saber:
a) instituciones de nivel medio; b) 
instituciones de nivel superior no 
universitario; y c) instituciones de 
formación profesional.
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La Educación Técnico Profesional es 
reconocida por la ley como “un dere­
cho de todo habitante de la Nación 
Argentina, que se hace efectivo a tra­
vés de procesos educativos, sistemáti­
cos y permanentes”... (Conf. art. 3).
El elemento esencial de la Educación 
Técnico Profesional es la promoción 
del aprendizaje de capacidades, co­
nocimientos, destrezas y valores que 
permitan la inserción del individuo 
en el mundo del trabajo, es decir, 
en el ámbito económico productivo 
(Conf. art. 4, 7, inc. c y 8).
Ello comprende, como servicio edu­
cativo, la formación ética, ciudadana, 
humanística, técnica y tecnológica. 
(Conf. art. 3, párrafo segundo y art. 
7, inc. c, párrafo segundo).
La ley contiene una minuciosa aun­
que no taxativa enumeración de fi­
nes, objetivos y propósitos generales 
tales como: a) Estructurar una políti­
ca nacional respecto de la Educación 
Técnico Profesional; b) Generar ins­
trumentos de regulación; c) Favore­
cer la formación específica propia de 
la profesión u ocupación; d) Mejorar 
las instituciones y programas de Edu­
cación Técnico Profesional e) Favore­
cer el reconocimiento y certificación 
de saberes y capacidades, la reinser­
ción en la educación formal y la pro­
secución de estudios regulares en los 
diferentes niveles y modalidades del 
sistema educativo (articulación) f) 
“Favorecer niveles crecientes de equi­
dad, calidad, eficiencia y efectividad 
de la Educación Técnico Profesional” 
g) Articular con los ámbitos de la 
ciencia, la tecnología, la producción 
y el trabajo; h) “Regular la vincula­
ción entre el sector productivo y la 
Educación Técnico Profesional”; i) 
“Promover y desarrollar la cultura del

trabajo y la producción para el de­
sarrollo sustentable”; j) “Crear con­
ciencia sobre el pleno ejercicio de los 
derechos laborales”.
Asimismo, la ley enumera una serie 
de propósitos específicos de la Edu­
cación Técnico Profesional, a saber:
a) “Formar técnicos medios y téc­
nicos superiores en áreas ocupado- 
nales específicas”, b) “Contribuir al 
desarrollo integral de los alumnos y 
las alumnas”, c) Desarrollar proce­
sos sistemáticos que articulen el es­
tudio y el trabajo, la investigación y 
la producción d) Desarrollar trabajos 
de profesionalización que permitan 
la inserción laboral, el aprendizaje y 
formación continuos (Conf. art. 7).
La ley define a la Formación Profe­
sional como “el conjunto de acciones 
cuyo propósito es la formación socio 
laboral para y en el trabajo”. .. (Conf. 
art. 17).
Tiene como propósitos específicos 
“preparar, actualizar y desarrollar las 
capacidades de las personas para el 
trabajo, cualquiera sea su situación 
educativa inicial, a través de procesos 
que aseguren la adquisición de cono­
cimientos científico — tecnológicos y 
el dominio de las competencias bá­
sicas, profesionales y sociales reque­
rido por una o varias ocupaciones 
definidas en un campo ocupacional 
amplio, con inserción en el ámbito 
económico -  productivo”. (Conf. 
art. 8).
Con mala técnica legislativa el art. 17 
reitera algunos de los conceptos ver­
tidos en el transcripto art. 8.
Por su parte, el art. 8 prescribe que 
la Formación Profesional admite for­

mas de ingreso y de desarrollo dife­
renciadas de los establecidos para los 
ciclos de educación formal, sin indi­
car cuáles son.

Finalmente, la ley establece que las 
instituciones y los cursos de forma­
ción profesional que fueran certifi­
cadas por el Registro Federal corres­
pondiente, podrán ser reconocidos 
en la educación formal (Conf. art. 
20). Ello en consonancia con las po­
sibilidades de articulación previstas.

En orden a la vinculación entre las 
instituciones educativas de formación 
profesional y el sector productivo, la 
norma en análisis prevé la realización 
de pasantías y prácticas profesionales, 
las que se instrumentarán mediante 
convenios (Conf. arts. 13 y 16)

El Capítulo IV se refiere a las Ofertas 
Formativas. Nuevamente, con defi­
ciente técnica legislativa, se estable­
cen funciones del Consejo Federal 
de Educación (art. 22), que son rei­
teradas en el capítulo III del Título 
V (art. 43).

La ley prescribe en su art. 22 que el 
Consejo Federal de Educación “apro­
bará para las carreras de nivel medio 
y de nivel superior no universitario 
y para la formación profesional, los 
criterios básicos y los parámetros mí­
nimos referidos a: perfil profesional, 
alcance de los títulos y certificaciones 
y estructuras curriculares”;

La observancia de estos criterios será 
imprescindible para que los planes de 
estudio obtengan el reconocimiento 
y validez nacional por parte del Mi­
nisterio de Educación Ciencia y Tec­
nología.
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Los planes de estudio de la Educación 
Técnico Profesional de nivel medio, 
tendrán una duración mínima de seis 
años (conf. art. 24). Estos, así como 
los de nivel superior no universitario 
y la organización curricular, serán for­
mulados por las jurisdicciones sobre 
la base de los criterios y parámetros 
mínimos aludidos (conf. art. 25).
También serán éstas quienes fijarán 
los alcances de la habilitación profe­
sional en cada caso, pero será el Mi­
nisterio de Educación quien otorga­
rá la validez nacional y la habilitación 
profesional de los títulos, en el mar­
co de los acuerdos alcanzados en el 
Consejo Federal de Educación (conf. 
art. 26).

Las jurisdicciones, asimismo, organi­
zarán la evaluación y certificación de 
los saberes y capacidades adquiridas 
en el trabajo, según los niveles de ca­
lificación, acordados, y fijados por el 
Consejo Federal de Educación (conf. 
art. 27 y 28).
La ley contiene algunas disposiciones 
sobre programas federales de for­
mación continua y sobre la carrera 
docente de los egresados de carreras 
técnico profesionales (conf. arts. 29 
y 30).
Asimismo, pone a cargo del Minis­
terio de Educación, por medio del 
Instituto Nacional de Educación 
Tecnológica (I.N.E.T) y con partici­
pación jurisdiccional, el equipamien­
to de talleres, laboratorios, etc. y sus 
actualización para asegurar niveles 
técnicos adecuados en relación con el 
acceso a los saberes y conocimientos 
científicos y técnicos y a las pasantías 
y prácticas profesionalizantes (conf. 
art. 31)

II) La articulación

La ley mantiene el principio de la ar­
ticulación de modo amplio, en for­
ma horizontal y vertical, siguiendo 
las pautas generales establecidas en la 
antigua L.F.E. en la actual L.E.N. y 
en la L.E.S. En este aspecto pues, se 
admite y se propicia la articulación 
con las instituciones universitarias.

La ley hace especial hincapié en el 
tema de la articulación al que se re­
fiere en varios de sus artículos. Así, 
el art. 2 al prescribir que se aplica en 
toda la Nación, respetando los crite­
rios federales y las diversidades regio­
nales, articula “la educación formal y 
no formal, la formación general y la 
profesional en el marco de la educa­
ción continua y permanente”.
El art. 5 a su vez, establece que “la 
Educación Técnico Profesional abar­
ca, articula e integra los diversos ti­
pos de instituciones y programas de 
educación para y en el trabajo”.
El art. 6, inc. g  menciona entre los fi­
nes, objetivos y propósitos propios de 
la ley, el de “articular las instituciones 
y los programas de Educación Técni­
co Profesional con los ámbitos de la 
ciencia, la tecnología, la producción 
y el trabajo”.

El inc. e, in fine, del mismo artículo, 
favorece “la prosecución de estudios 
regulares en los diferentes niveles y 
modalidades del Sistema Educativo”.

Entre los propósitos específicos de la 
Educación Técnico Profesional, el art. 
7, inc. c establece el de “desarrollar 
procesos sistemáticos de formación 
que articulen el estudio y el trabajo, 
la investigación y la producción”.

El art. 19 en otro nivel de referencia 
menciona la articulación con progra­
mas de alfabetización, ciclos de esco­
laridad obligatoria y postobligatoria.
El art. 32, inc.r) propicia la articu­
lación entre los distintos ámbitos y 
niveles de la educación técnico pro­
fesional.
Finalmente en el capítulo de Dispo­
siciones Generales, art. 41, in fine, se 
menciona a la articulación como uno 
de los medios o instrumentos del go­
bierno y administración de la Educa­
ción Técnico Profesional
Las normas reseñadas no dejan duda 
sobre las posibilidades de articula­
ción con las instituciones universi­
tarias. Algunas de ellas lo hacen en 
forma más precisa pero del análisis 
del conjunto se reafirma la con­
clusión indicada. Debe tenerse en 
cuenta, además, lo establecido por el 
art. 14 en cuanto a la promoción de 
convenios entre las instituciones de 
educación técnico profesional con las 
universidades nacionales tendientes a 
cumplimentar los objetivos de la ley, 
entre los cuales figuran el citado art. 
6, inc. g) referido a la articulación.
La articulación con las instituciones 
no universitarias de Educación Supe­
rior, actualmente denominadas por la 
L.E.N., “instituciones de educación 
superior”, se rige por la L.E.S., art. 
8, inc. a y  b.
Con las instituciones universitarias 
se aplica el art. 8, inc. c y el art. 
72, inc. c de dicha ley, que establecen 
como medio para hacerla efectiva el 
mecanismo de celebración de un 
convenio entre ambas instituciones 
o entre la institución universitaria 
y la jurisdicción, el que se realizará
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según las pautas y criterios que de 
común acuerdo fijen el Consejo de 
Universidades y el Consejo Federal 
de Educación.

III) Los órganos de gobierno y ad­
ministración de la Educación Téc­
nico Profesional

Tal como ya se ha señalado el go­
bierno y la administración “es una 
responsabilidad concurrente y con­
certada del P.E.N., de los Poderes 
Ejecutivos de las Provincias y del Go­
bierno de la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires” (conf. art. 41)

El art. 42 enumera las funciones que 
el Ministerio de Eduación Ciencia 
y Tecnología deberá cumplir con el 
acuerdo del Consejo Federal de Edu­
cación, a saber, dictar:
a) “La normativa general de educa­

ción técnico profesional dentro 
del marco de la presente ley”. Se 
agrega “con el consenso y la par­
ticipación de los actores sociales”. 
Este agregado parece de difícil 
instrumentación, pues no se ex­
plica cómo se logrará el consenso, 
en qué consiste éste, ni se men­
cionan los actores sociales que 
eventualmente se consultarían. Se 
trata de una expresión desafortu­
nadamente imprecisa.

b) Establecer los criterios y paráme­
tros de calidad como objetivos a 
alcanzar por las instituciones ins­
criptas en el Registro Federal.

c) Establecer las nóminas de títulos 
técnicos medios y técnicos supe­
riores y de certificaciones de for­
mación profesional que integran 
el Catálogo Nacional.

d) Establecer los criterios y estánda­
res para la homologación de los 
citados títulos.

é) Establecer los niveles de califica­
ción para la evaluación, reconoci­
miento y certificación de los sabe­
res y capacidades adquiridos por 
el trabajador en el trabajo o en 
la educación formal o no formal 
(conf. art. 42, inc. e y art. 27).

Otras normas de la ley prevén atribu­
ciones concurrentes del Ministerio 
de Educación Ciencia y Tecnología
con el Consejo Federal de Educación.
Así, el art. 29 establece la concerta- 
ción entre ambos organismos para 
instrumentar programas federales de 
formación continua.
El art. 30 menciona el mismo meca­
nismo para que los egresados de dife­
rentes niveles del sistema educativo, 
califiquen para su ingreso y promo­
ción en la carrera docente.
El Ministerio de Educación Ciencia 
y Tecnología posee otras variadas 
funciones dispersas en el articulado 
de la ley, a saber:
d) Otorgar el reconocimiento, vali­

dez nacional y habilitación pro­
fesional de los títulos (conf. arts. 
22, in fine y 26);

b) Asegurar niveles adecuados de 
equipamiento para talleres, labo­
ratorios, etc. (la función se cum­
ple por medio del Instituto Na­
cional de Educación Tecnológica) 
(conf. art. 31);

c) Con el mismo mecanismo del 
punto b), administrar el Regis­
tro Federal de Instituciones de 
Educación Técnico Profesional, 
el Catálogo Nacional de Títulos

y Certificaciones, y el proceso de 
Flomologación de Títulos y Cer­
tificaciones (conf. art. 33);

d) De la misma forma, instrumen­
tar programas de fortalecimiento 
institucional para las instituciones 
incorporadas al Registro Federal;

e) Instrumentar acciones específicas 
para garantizar el acceso, perma­
nencia y completamiento de los 
trayectos forntativos para los jó­
venes en situación de riesgo social 
o con dificultades de aprendizaje, 
entre otras, suministrar materia­
les, otorgar becas, establecer siste­
mas de tutorías y apoyo docente, 
etc. (conf. art. 40).

En el ámbito del Ministerio de Edu­
cación Ciencia y Tecnología fun­
ciona el Instituto Nacional de Edu­
cación Tecnológica (I.N.E.T) con las 
siguientes atribuciones:
a) Determinar y proponer al Conse­

jo Federal de Educación las inver­
siones en equipamiento y desa­
rrollo de proyectos institucionales 
con los recursos provenientes del 
Fondo Nacional creado por la ley 
en su art. 52. Cabe señalar que el 
art. 31, ya citado, parece otorgar 
directamente tales atribuciones al 
Ministerio de Educación Cien­
cia y Tecnología por medio del 
I.N.E.T, sin necesidad de pro­
puesta alguna al Consejo Federal 
de Educación, pero con partici­
pación jurisdiccional. Sin duda 
resulta confuso el mecanismo 
prescripto por la ley. Para conci­
liar ambas normas, puede enten­
derse que la intermediación del 
Consejo Federal debe producirse 
sólo en los casos de utilización de 
fondos del mencionado art. 52. 
Pero el Ministerio de Educación

|30



La Ley de Educación Técnico Profesional N° 26.058

Ciencia y Tecnología debe asumir 
la obligación de equipamiento 
aun con prescindencia del Fondo 
Nacional aludido.

b) Promover la calidad de la edu­
cación técnico profesional y la 
pertinencia de la oferta educativa, 
desarrollando instrumentos nece­
sarios para la evaluación e intervi­
niendo en ésta.

c) Relevar y sistematizar las familias 
profesionales, los perfiles profe­
sionales y participar y asesorar en 
el diseño curricular de las ofertas 
de Educación Técnico Profesio­
nal. Este inciso debe interpretarse, 
en consecuencia con lo prescripto 
por el art. 21, “en el marco de los 
procesos de consulta que resulten 
pertinentes a nivel nacional y ju­
risdiccional”.

d) Ejercitar acciones de capacitación 
docente.

é) Desarrollar y administrar el Re­
gistro Federal de Instituciones de 
Educación Técnico Profesional, 
el Catálogo Nacional de Títulos y 
Certificaciones y ejecutar el pro­
ceso de Homologación de Títulos 
y Certificaciones.

f) Administrar el régimen del Cré­
dito Fiscal (ley 22.317). (conf. 
arts. 45 y 54).

A su vez, en el ámbito del I.N.E.T 
se crean los institutos mencionados 
en el punto é) arriba citado, que en 
forma “combinada”, dice la ley, per­
miten garantizar en todo el territorio 
nacional estudios, certificaciones y tí­
tulos de calidad equivalentes, definir 
niveles de certificación y titulación, 
propiciar la articulación y orientar la 
definición y el desarrollo de progra­
mas federales (conf. art. 32).

No se define qué significa la “combi­
nación” de los institutos,citados en la 
ejecución de las acciones y objetivos 
expuestos.

Habría sido preferible una redacción 
más precisa en este punto para deli­
mitar los campos de acción respecti­
vos.

El Registro Federal es definido en 
el art. 34, como la instancia de ins­
cripción de las instituciones que pue­
den emitir títulos y certificaciones de 
Educación Técnico Profesional.

El Catálogo Nacional de Títulos y 
Certificaciones es la nómina exclusi­
va y excluyente de los títulos y certifi­
caciones profesionales y sus propues­
tas curriculares que cumplen con las 
especificaciones legales para la educa­
ción técnico profesional. Tiene como 
fin evitar la duplicación de titulacio­
nes de un mismo perfil, así como que 
una misma titulación o certificación 
posean curriculum diversos que no 
cumplan con los criterios mínimos 
de homologación establecidos por el 
Consejo Federal de Ecuación, (conf. 
art. 36).

Respecto de la Homologación de 
Títulos y Certificaciones, se realiza­
rán en el orden nacional, según los 
criterios y estándares definidos por el 
Consejo Federal de Educación (conf. 
art. 38). Nótese que el art. 42 confie­
re estas atribuciones al Ministerio de 
Educación en acuerdo con el Conse­
jo Federal.

El art. 43 de la ley enumera las fun­
ciones del Consejo Federal de Edu­
cación en orden a la Educación Téc­
nico Profesional, a saber:

a) acordar los procedimientos para 
la creación, modificación y actua­
lización de ofertas;

b) acordar los perfiles y estructuras 
curriculares (véase en este punto 
el art. 23 y el art. 22) y el alcance 
de los títulos y certificaciones;

c) acordar los criterios y parámetros 
de calidad de las instituciones y 
de los títulos; y

d) acordar los procedimientos de 
gestión del Fondo Nacional del 
art. 52, así como los parámetros 
para la distribución jurisdiccio­
nal.

Este artículo debe interpretarse en ar­
monía con el art. 42, es decir, que 
para la efectiva vigencia de los acuer­
dos logrados en el seno del Consejo 
Federal, se requiere el acuerdo especí­
fico en cada caso con el Ministerio de 
Educación Ciencia y Tecnología quien 
dictará la normativa pertinente.

Las Autoridades Jurisdiccionales
tendrán las siguientes atribuciones 
enumeradas en forma no taxativa en 
el art. 44, a saber:
a) Establecer el marco normativo y 

planificar, organizar y administrar 
la Educación Técnico Profesional 
en las respectivas jurisdicciones, 
en el marco de los acuerdos al­
canzados en el seno del Consejo 
Federal de Educación;

b) Generar mecanismos para la crea­
ción de consejos provinciales, re­
gionales o locales;

c) Participar en la determinación de 
las inversiones de equipamiento, 
insumos y desarrollo de proyec­
tos (véase también en este punto 
el art. 31)
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d) Elaborar los mecanismos que po­
sibiliten el tránsito entre la educa­
ción técnico profesional y el resto 
de la educación formal, así como 
entre los distintos ambientes de 
aprendizaje de la escuela y del 
trabajo (conf. art. 11)

é) Participar con el I.N.E.T en la 
instrumentación de programas 
de fortalecimiento institucional 
relativos a la formación docen­
te continua, asistencia técnica y 
financiera, para las instituciones 
incorporadas al Registro Federal 
(conf. art. 35)

f i  Establecer los criterios organizati­
vos sobre cuya base se estructura­
rán los planes de estudio de la 
Educación Técnico Profesional, 
(conf. art. 24).

g) Formular los planes de estudio y 
establecer la organización curri- 
cular adecuada para su desarrollo, 
fijando los requisitos de ingreso, 
cantidad de años horas anuales de 
cada oferta de nivel medio o su­
perior no universitario y la carga 
horaria total de ofertas de forma­
ción profesional (conf. art. 25)

h) Fijar los alcances de la habilita­
ción profesional en función de 
los planes de estudio que aprue­
ben. El Ministerio de Educación 
Ciencia y Tecnología otorgará la 
validez nacional y la consiguiente 
habilitación profesional de los tí­
tulos en el marco de los acuerdos 
alcanzados en el Consejo Federal 
de Educación (conf. art. 26).

t) Organizar la evaluación y certifi­
cación de los saberes y capacida­
des adquiridas, según los criterios 
establecidos por el Consejo Fede­
ral de Educación (conf. art. 28)

j) Participar con el I.N.E.T en la 
instrumentación de programas

de fortalecimiento institucional 
(conf. art.35)

k) Participar con el I.N.E.T en el 
desarrollo de los marcos y el pro­
ceso de homologación para los 
diferentes títulos y certificaciones 
profesionales (conf. art.39)

La enumeración y el análisis de las 
funciones de los diferentes órganos 
de gobierno y administración del sis­
tema legal, revelan una trama com­
pleja y hasta cierta parte confusa de 
facultades específicas de cada órgano, 
y concurrente o compartida en nu­
merosos casos. Ello hace difícil deli­
mitar con claridad las competencias, 
lo que puede traducirse en potencia­
les conflictos susceptibles de trabar el 
desarrollo de las actividades previs­
tas.
A los órganos de elaboración, ins­
trumentación y gestión de políticas 
públicas referidas a la Educación 
Técnico Profesional arriba estudia­
das, deben añadirse la creación de 
consejos consultivos de carácter na­
cional, previstos expresamente en la 
ley, y otras de carácter jurisdiccional 
autorizados genéricamente y, por lo 
tanto, de posible creación.
La ley, en este orden de cosas, crea 
el Consejo Nacional de Educación, 
Trabajo y Producción como órgano 
asesor del Ministerio de Educación 
Ciencia y Tecnología, en todos los as­
pectos relacionados con la educación 
técnico profesional. Puede evacuar 
consultas y formular propuestas vin­
culadas con los temas tratados por la 
ley. Específicamente, puede mediar 
y conciliar intereses de los sectores 
productivos en materia de educa­
ción técnico profesional, promover 
la vinculación de ésta con el mundo 
del trabajo, la creación de consejos

provinciales de educación, trabajo y 
producción, proponer formas de fi- 
nanciamiento y asesorar en los pro­
cesos de integración regional (conf.
arts. 46 y 47).
El Consejo estará integrado por per­
sonalidades de destacada trayectoria 
en el área, con representantes del 
Ministerio de Educación Ciencia y 
Tecnología, Ministerio de Trabajo, 
Ministerio de Economía, del Conse­
jo Federal de Educación, de cámaras 
empresariales, organizaciones gre­
miales docentes, organizaciones de 
trabajadores, entidades profesionales 
de técnicos, y de entidades emplea­
doras que brinden educación técnico 
profesional de gestión privada. Los 
miembros serán designados por el 
Ministerio de Educación, Ciencia y 
Tecnología a propuesta de los secto­
res mencionados, por tiempo limita­
do y ad honórem (conf. art. 48).
La ley crea también la Comisión Fe­
deral de Educación Técnico Profe­
sional. Su objetivo es el de “organizar 
los circuitos de consulta técnica para 
la formulación y el seguimiento de 
los programas federales orientados a 
la aplicación de la presente ley, en el 
marco de los acuerdos del Consejo 
Federal de Educación".
El I.N .E.T ejercerá su coordinación 
y se relacionará específicamente 
con el organismo competente en la 
captación de datos de instituciones 
educativas y con el INDEC, para 
captar información sobre inserción 
ocupacional, según la modalidad de 
estudios cursados, (conf. art. 49). 
La Comisión se integrará con repre­
sentantes de las provincias y del Go­
bierno de la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires, quienes serán desig­
nados por las máximas autoridades
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jurisdiccionales. Sus funciones son 
adhonórem. (conf. art. 50).

IV) El Financiamiento.

La inversión se atenderá con los re­
cursos de los presupuestos nacional y  
jurisdiccionales, según corresponda, 
(conf. art. 51).
La ley crea el Fondo Nacional para la 
Educación Técnico Profesional que 
se financiará con un porcentaje anual 
no inferior al 0.2 % de los Ingresos 
Corrientes previstos en el Presupues­

to Anual Consolidado para el Sector 
Público Nacional, al margen de los 
recursos que el Ministerio de Edu­
cación Ciencia y Tecnología asigne 
a otros programas de inversión en 
escuelas. El Fondo podrá incorporar 
aportes de personas físicas y jurídicas 
y de fuentes nacionales o internacio­
nales. (conf. art. 52).

Los criterios para la distribución y los 
procedimientos de gestión del Fon­
do, se acordarán en el Consejo Fe­
deral de Educación. Los recursos se 
aplicarán a los mismos fines previstos

en el art. 31 y en el art. 45, inc. a) de 
la ley. (conf. art. 53).

V) Finalmente, entre las n o rm a s  
t ra n s ito r ia s  se prevé un régimen 
de transición para preservar los 
derechos de los estudiantes, hasta 
completar los procesos de ingreso 
al Régimen Federal Instituciones 
de Educación Técnico Profesional 
y de construcción del Catálogo 
Nacional de Títulos y Certificacio­
nes (conf. art. 55).
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